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Concepto No. 5582   

Bogotá, D.C., 7 de junio de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E.  S.  D.

Ref.:
Revisión constitucional de la Ley 1594 del 21 de diciembre de 2012, “Por medio de la cual se aprueba el ‘Tratado sobre asistencia legal mutua en asuntos penales entre la República de Colombia y la Confederación Suiza’ hecho en Davos, Suiza, el 28 de enero de 2011”.

Magistrado Ponente: Dr. LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ                 Expediente LAT-404.
Concepto No. 5582
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2., y 278, numeral 5., de la Constitución Política, y con el artículo 7° del Decreto 2067 de 1991, el Jefe del Ministerio Público procede a rendir concepto en el asunto de la referencia. 
1.
Preliminares
Para cumplir con lo previsto en el artículo 241, numeral 10°, de la Constitución, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República remitió a la Corte Constitucional, el 11 de enero de 2013, copia auténtica de la Ley 1594 del 21 de diciembre de 2012, que contiene aprobado el instrumento público internacional de la referencia, ante lo cual el Magistrado Ponente, mediante auto de 5 de febrero de 2013, avocó el conocimiento del presente proceso y ordenó la práctica de pruebas encaminadas a establecer los antecedentes del instrumento internacional y de su Ley aprobatoria.

2.
Análisis formal

Por Aprobación Ejecutiva del 19 de julio de 2011, el Presidente de la República de Colombia dispuso someter el “Tratado sobre asistencia legal mutua en asuntos penales entre la República de Colombia y la Confederación Suiza” hecho en Davos, Suiza, el 28 de enero de 2011, a la consideración del Congreso de la República, para su discusión y aprobación, conforme a lo dispuesto en el artículo 150.16 de la Carta Política.
Al no haber un trámite especial para las leyes aprobatorias de los tratados internacionales y su incorporación a la legislación interna, corresponde seguir el trámite previsto en los artículos 157, 158, 160 y 165 de la Carta para las leyes ordinarias, con la precisión de que, según el artículo 154 Superior, el proceso legislativo debe empezar en el Senado.
Vistos los documentos que obran en el expediente se puede establecer que el proyecto de ley radicado con los números 123 de 2011 en el Senado y 123 de 2012 en la Cámara tuvo el siguiente trámite:

El proyecto de ley fue radicado por el Gobierno Nacional  en el Senado de la República el 8 de septiembre de 2011, por medio de los Ministros del Interior y de Justicia y de Relaciones Exteriores. El texto original del proyecto, junto con su respectiva exposición de motivos, fue publicado en la Gaceta del Congreso No. 674 del 9 de septiembre de 2011. Con estas actuaciones se cumple con los requisitos constitucionales de presentación e inicio del trámite del proyecto (art. 154) y de su publicación antes de darle trámite en la comisión respectiva (art. 157.1).

La ponencia favorable para primer debate en la Comisión Segunda del Senado fue presentada por el Senador Armando Benedetti Villaneda, conforme se desprende de la Gaceta del Congreso No. 774 de 2011. 

El proyecto fue anunciado ocho veces antes de ser discutido y aprobado. De los anuncios y de los respectivos aplazamientos se da cuenta en las siguientes actas: el primer anuncio se encuentra registrado en el Acta 9 del 1 de noviembre de 2011, publicada en la Gaceta del Congreso 154 de 2012; el segundo anuncio se encuentra relacionado en el Acta 10 del 9 de noviembre de 2011, publicada en la Gaceta del Congreso 153 de 2012; el tercer anuncio consta en el Acta 11 del 16 de noviembre de 2011, publicada en la Gaceta del Congreso 155 de 2012; el cuarto y quinto anuncio se encuentran sentados en el Acta 12 del 22 de noviembre de 2011 y en el Acta 14 del 30 de noviembre de 2011, publicadas en la Gaceta del Congreso 154 de 2012; los anuncios sexto, séptimo y octavo aparecen en el Acta 16 del 21 de marzo de 2012, Acta 18 del 28 de marzo de 2012 y el Acta 19 del 10 de abril de 2012, respectivamente, publicadas en la Gaceta del Congreso 233 de 2012.

El proyecto de ley fue aprobado el 17 de abril de 2012, según consta en el Acta No. 20 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 233 de 2012.
Según certificación del Secretario General de la Comisión Segunda del Senado, la proposición final, la omisión de la lectura del articulado, el articulado propuesto, el título del proyecto y el querer que éste tenga segundo debate y se convierta en Ley de la República, fueron aprobados conforme al artículo 129 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1° de la Ley 1431 de 2011. En relación con el quórum, el citado funcionario manifestó que quedó integrado por los 13 Senadores que conforman la Comisión Segunda del Senado, algunos de los cuales contestaron la lista al iniciar la sesión y otros se hicieron presentes durante el transcurso de la misma.

La ponencia positiva para segundo debate en el Senado de la República fue presentada por el Senador Armando Benedetti Villaneda y fue publicada en la Gaceta del Congreso No. 374 del 15 de junio de 2012.
Posteriormente, el Proyecto fue anunciado el 28 de agosto de 2012, según consta en el Acta de la Sesión Plenaria del Senado de la República No. 10 publicada en la Gaceta del Congreso No. 795 del 9 de noviembre de 2012, en la que se lee: “[P]or instrucciones de la Presidencia y, de conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2003, por Secretaría se anuncian los proyectos que se discutirán y aprobarán en la próxima sesión […] Proyecto de ley número 123 de 2011 Senado”. En la parte final del acta se indica que “[s]iendo las 11:45 p.m., la Presidencia levanta la sesión, y convoca para el día miércoles 29 de agosto de 2012, a las 3:00 p. m”.
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el día 29 de agosto de 2012 con un quórum deliberatorio y decisorio de 90 de 100 Senadores, como consta en el Acta de Plenaria No. 11 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 796 de 9 de noviembre de 2012, mediante votación ordinaria conforme al artículo 129 de la Ley 5ª de 1992, según se desprende de lo consignado en esta gaceta y en la certificación expedida por el Secretario General del Senado de la República el 20 de febrero de 2013.
El texto definitivo del proyecto de ley aprobado en la plenaria del Senado de la República fue publicado en la Gaceta del Congreso 580 del 4 de septiembre de 2012.

La ponencia positiva para primer debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Eduardo José Castañeda Murillo y aparece publicada en la Gaceta del Congreso 743 de 2012.
El proyecto de ley fue anunciado para primer debate en la sesión del 30 de octubre de 2012, como se observa en el Acta 18 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 17 del 6 de febrero de 2013 en la que se lee: “[a]nuncio de Proyectos de ley para dar cumplimiento al artículo 8º del Acto Legislativo número 01 de 2003, para discusión y aprobación en primer debate para dar cumplimiento al artículo 8° del Acto Legislativo número 01 de 2003, para aprobación en próxima sesión de Comisión donde se discutan y aprueben proyecto de ley. […] Proyecto de ley número 123 de 2012 Cámara, 123 de 2011 Senado”. En la parte final del Acta aparece que el Presidente de la Comisión dijo: “[a]gotado el Orden del Día se cita para el próximo miércoles 7 de noviembre a las 9 de la mañana”. 
Finalmente, el Proyecto de ley fue debatido y aprobado por unanimidad en votación ordinaria de acuerdo a la Ley 1431 de 2011, con la presencia de 16 representantes a la Cámara, en la sesión del 7 de noviembre de 2012, como se anota en la certificación expedida por la Secretaría General de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes. 

La ponencia positiva para segundo debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Eduardo José Castañeda Murillo y publicada en la Gaceta del Congreso No. 834 del 23 de noviembre de 2012.
El proyecto fue anunciado en sesión del 26 de noviembre de 2012, según consta en el Acta N° 176 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 26 del 8 de febrero de 2013, en la que se lee: “[s]e anuncian los siguientes proyectos para la sesión Plenaria del próximo miércoles 28 de noviembre o para la siguiente sesión en la cual se debatan proyectos de ley o actos legislativos de acuerdo al Acto Legislativo 1, de julio del 2003, en su artículo 8°. […] Proyecto de ley número 123 de 2012 Cámara, 123 de 2011 Senado”.
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el 28 de noviembre de 2012, como consta en el Acta No. 177 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 83 del 12 de marzo de 2013, con la asistencia de 152 Representantes, según se desprende de lo consignado en esta Gaceta y en la certificación expedida el 12 de febrero de 2013 por el Secretario General de la Cámara de Representantes. 

Visto el procedimiento legislativo descrito esta Jefatura concluye que se cumplió con la exigencia constitucional del inciso primero del artículo 160
 y que se le dio cabal cumplimiento al artículo 162 Superior, en donde expresamente se señala que “ningún proyecto de ley podrá ser considerado en más de dos legislaturas”.
Igualmente, se advierte que el Proyecto de Ley no fue modificado, por lo que no hubo lugar a conciliación, y de tal manera no existe publicación de Informe de conciliación requerida por el artículo 9° del Acto legislativo 01 de 2003.

Por lo tanto, luego de estudiar el proceso de formación de la Ley 1594 de 2012, “El Tratado sobre asistencia legal mutua en asuntos penales entre la República de Colombia y la Confederación Suiza”, hecho en Davos, Suiza, el 28 de enero de 2011, el Jefe del Ministerio Público no advierte la existencia de vicio alguno.

Por último, se tiene que el 21 de diciembre de 2012 el Presidente de la República sancionó la Ley 1594 de 2012, por medio de la cual se aprueba el Tratado objeto de estudio y, como consecuencia de ello, el texto de la Ley 1594 de 2012 fue remitido por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República a la Corte el día 11 de enero de 2013. Si se tiene en cuenta que la vacancia judicial inició el 20 de diciembre de 2012 y culminó el 10 de enero de 2013, tiempo durante el cual se interrumpen los términos, es claro también que se cumplió con lo establecido en el artículo 241.10 Superior. 
3. Análisis material

A continuación se revisará el contenido material del Tratado sub examine para verificar si se ajusta al orden constitucional que la ha de acoger.

Colombia en su decidida lucha contra la delincuencia nacional y transnacional ha suscrito varios instrumentos internacionales sobre esta materia, entre los que se encuentran, el “Tratado sobre cooperación judicial mutua entre el Gobierno de la República de el Salvador y el Gobierno de la República de Colombia´, firmado en Cartagena el 10 de junio de 1994” y aprobado por la Ley N°. 840 de 2003; la “Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal´, suscrita en Nassau, Bahamas, el 23 de mayo de 1992" y el “Protocolo Facultativo relativo a la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal´, adoptado en Managua Nicaragua, el 11 de junio de 1993”, y aprobadas por la Ley N°. 636 de 2001; el “Acuerdo de Cooperación Judicial y Asistencia Mutua en Materia Penal entre la República de Colombia y la República Federativa del Brasil´, suscrito en la ciudad de Cartagena de Indias, el 7 de noviembre de 1997”, y aprobado por la Ley N°. 512 de 1999, la Corte Constitucional al efectuar la respectiva revisión integral consideró que los citados instrumentos internacionales salvaguardan los postulados constitucionales, declarándolos exequibles.

La legislación interna colombiana reconoce y aprueba en el Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), libro V, artículos 484 a 489, la Cooperación Internacional, implementando mecanismos más fehacientes, ágiles y eficaces que permitan mejorar la administración de justicia en el área penal. En desarrollo de la precitada norma, la Fiscalía General de la Nación emitió resolución número 0-2450 de 2006 “por medio de la cual se fijan parámetros de actuación para la realización de diligencias de entrega vigilada y/o controlada de que trata el artículo 243 de la Ley 906 de 2004”, contribuyendo a la lucha contra el crimen organizado de gran impacto social. 
El Tratado objeto de revisión contiene una serie de disposiciones en materia investigativa y en el trámite de procedimientos judiciales por actos delictivos tendientes a fortalecer los mecanismos de cooperación judicial y la asistencia legal mutua en asuntos penales, entre los gobiernos de Colombia y la Confederación Suiza, salvo los eventos estipulados en su artículo 3°, esto es, cuando se trate de la ubicación, detención o arresto de una persona procesada o enjuiciada por un delito con miras a extradición y de la ejecución de sentencias penales, incluido el traslado de personas condenadas con el objeto de que se cumpla la sentencia.

Así, el Tratado consta de un preámbulo y treinta y seis (36) artículos que se distribuyen en 7 capítulos, cuyo contenido es el siguiente:

En el Preámbulo se sintetiza la finalidad del Instrumento Internacional.
Por su parte, los artículos 1° al 4° conforman el Capítulo primero, que prevén las obligaciones de asistencia legal mutua en materia penal; el alcance de la misma; los casos en los que no se aplicará el presente Instrumento Internacional; y, por último, los eventos en que se puede negar dicha asistencia.

Los artículos 5° al 15 conforman el Capítulo segundo, denominado “solicitudes para asistencia legal mutua” en el que se indica la Ley que se debe aplicar a las solicitudes; la doble incriminación y su excepción que se encuentra contenida en el artículo 7 del Tratado; las medidas provisionales; las personas que podrán participar en el cumplimiento de la solicitud de asistencia; la declaración de testigos; la transmisión de objetos, documentos, registros o evidencias al Estado solicitante; la entrega de registros, expedientes, fallos y resoluciones si fueren importantes para un proceso judicial; las condiciones para la entrega de objetos y activos que constituyan productos o beneficios de un delito en el marco del presente Tratado; los acuerdos o arreglos para la repartición de activos decomisados; y fija los parámetros dentro de los cuales se debe usar la información, documentos y objetos obtenidos dentro del presente Instrumento Internacional.

Los artículos 16 al 23 conforman el Capítulo tercero, denominado “Notificaciones y comparecencia” en el que estipula la forma en que se deben realizar las notificaciones de providencias judiciales; la solicitud de comparecencia de testigos o expertos en el Estado solicitante, los viáticos, gastos de viaje y estadía que le serán reconocidos al testigo o experto solicitado por el país requirente; la garantía de no ser castigada ni procesada la persona que no cumpla con una orden de comparecencia o notificación por la cual sea requerida; la cláusula relativa al salvoconducto otorgado al testigo o experto, quien no deberá ser procesado, detenido o sujeto a cualquier otro tipo de restricción de su libertad por parte del Estado solicitante; el alcance del testimonio y suministro de evidencias por parte de la persona solicitada a comparecer en el país requirente; los parámetros que deben tener en cuenta los Estado Parte para el traslado temporal de una persona detenida y los motivos por los cuales dicho traslado podrá ser denegado; y las reglas que se deben tener en cuenta para las entregas controladas en el territorio de los Estados contratantes.  

El artículo 24 conforma el Capítulo cuarto, que hace énfasis en las directrices a seguir para el intercambio de información en el marco del presente Tratado Internacional.

Los artículos 25 al 31 conforman el Capítulo quinto, denominado “Procedimiento y Canales de Transmisión” en el que señala las entidades designadas por cada Estado como Autoridades Centrales encargadas de canalizar las solicitudes de asistencia; la forma y los medios de transmisión de las peticiones, el contenido de las mismas y su cumplimiento por parte de cada Estado contratante; la exención de legalización, autenticación y cualquier otro requisito formal para los documentos, registros, declaraciones y demás materiales transmitidos en el marco del presente Acuerdo; el idioma en que debe realizarse la solicitud; y los costos que debe cubrir el Estado solicitante para la ejecución de la petición.

El artículo 32 conforma el Capítulo sexto, que indica los eventos en que un Estado contratante podrá transmitir, sin mediar solicitud, información relacionada con delitos y obtenida en el curso de su propia investigación.

Los artículos 33 al 36 conforman el Capítulo séptimo, denominado “Disposiciones Finales”, en el que advierte lo atinente a la compatibilidad con otros Instrumentos Internacionales y otras formas de cooperación en asistencia legal; las consultas y solución de controversias suscitadas de la interpretación, aplicación o implementación del Tratado; así como su entrada en vigor y denuncia.

Siendo el objeto del Tratado la prestación mutua de asistencia legal, bajo el estricto cumplimiento del ordenamiento jurídico del otro Estado, es decir, de las normas constitucionales, legales y administrativas, así como de los principios conducentes del Derecho Internacional, especialmente los de la soberanía, la integridad territorial y la no intervención, el Despacho considera que se ajusta a las disposiciones constitucionales en general y a las razones de la Carta Política consagradas en el Preámbulo de la misma, entre las cuales se encuentra asegurar a los integrantes de la nación la justicia, dentro de un marco jurídico que garantice un orden jurídico y social justo, y comprometido a impulsar la integridad con otros Estados.
El Instrumento Internacional garantiza la soberanía nacional, al precisar que las informaciones y documentos serán suministrados con sujeción a la legislación interna del Estado solicitado, el cual podrá denegar total o parcialmente la solicitud, por razones que debe exponer al solicitante. Igualmente, restringe la utilización de éstos a los fines indicados en la solicitud, limitación que es coherente con las previsiones del artículo 29 inciso final y 74 de la Carta Política, en los que se permite la restricción del acceso a los documentos públicos en los casos señalados en la ley, y al mismo tiempo protege los intereses del Estado requerido, por cuanto la utilización excepcional de las pruebas requeridas para fines diversos sólo es permitida con su aval. 

Por otra parte, observa este Despacho que el Convenio sub examine, al señalar en varias de sus cláusulas que las medidas de carácter judicial que se adopten por una de las Partes en atención a los requerimientos hechos por la otra, habrán de subordinarse siempre a las previsiones que el ordenamiento interno haya establecido en relación con tales medidas, es concordante con el artículo 9° de la Constitución Política según el cual las relaciones exteriores del Estado Colombiano se fundamentan en la soberanía nacional y en el respeto a la autodeterminación de los pueblos.

Ahora bien, la designación de Autoridades Centrales por las Partes facilita la efectividad de la cooperación judicial y el hecho de que la Fiscalía General de la Nación haya sido designada como una de ellas, armoniza con sus competencias, según el artículo 250 Superior y el Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004).

Igualmente, cabe destacar que la regulación sobre la comparecencia de una persona detenida como testigo o para propósitos de confrontación en el Estado solicitante, supone la salvaguarda de la autonomía de su voluntad (C.P. art. 16), en la medida en que el traslado debe contar con su consentimiento expreso, no pudiendo ser objeto de sanción o conminación por la negativa a comparecer, pues no pueden existir “traslados forzosos”
. 
Además, el Tratado al establecer en su artículo 4° las causales que pueden sustentar una decisión negativa de asistencia legal, reconoce los postulados constitucionales contenidos en el artículo 29 que estipula el principio del non bis in idem y las normas internas que regulan el principio de cosa juzgada y la prohibición de doble incriminación, estipuladas en los artículos 8° del Código Penal y 21 del Código de Procedimiento Penal; así como el fuero constitucional del cual gozan los militares (artículo 221 Superior).

Finalmente, la cláusula que señala la limitación en el empleo de la información, documentos y objetos obtenidos por medio de la asistencia legal, esta Jefatura entiende que el mismo deberá concebirse de conformidad con los artículos 28 y 29 de la Constitución Nacional, el artículo 3° de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 8° de la Convención Americana de Derechos Humanos, esto es, que se respete el debido proceso y el derecho de defensa que le asiste al sindicado.

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD del “Tratado sobre asistencia legal mutua en asuntos penales entre la República de Colombia y la Confederación Suiza’, hecho en Davos, Suiza, el 28 de enero de 2011”, y de la Ley 1594 del 21 de diciembre de 2012, por medio de la cual fue aprobado el citado instrumento internacional.

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/Yortiz
� ARTICULO 160. Entre el primero y el segundo debate deberá mediar un lapso no inferior a ocho días, y entre la aprobación del proyecto en una de las cámaras y la iniciación del debate en la otra, deberán transcurrir por lo menos quince días.


� Cfr. Sentencia C-404/99.
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